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OPINIÓN N.° 019-2006/GTN

Entidad:
Agencia Peruana de Cooperación Internacional
Asunto:
Aplicación de la normativa en materia de contratación pública 

Referencia:
Oficios N.º 021-2006/APCI-OAFI
1. ANTECEDENTES

Mediante los documentos de la referencia, el Jefe de la Oficina de Administración, Finanzas e Informática de la Agencia Peruana de Cooperación Internacional, en adelante la Entidad, consulta sobre la aplicación del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo Nº 083-2004 y su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM  a las contrataciones que se requieren efectuar a propósito del Convenio de Financiación del Proyecto de Apoyo a la Reforma del Sistema de Justicia del Perú (JUSPER).
2.
CONSULTA

La Entidad literalmente consulta lo siguiente:

- 
¿Podrán aplicarse las normas del PNUD en la medida que dicho organismo internacional está administrando los fondos de contrapartida, que como establece el propio Convenio, se utilizan para financiar los gastos de contratación de personal?
- ¿Resultaría aplicable lo establecido en la Directiva Nº 014-2005-CONSUCODE/PRE, en la medida que más del 60% del Proyecto se financia con fondos de cooperación técnica internacional?

- 
¿Si la contrapartida nacional, transferida a PNUD, cubre los gastos de personal local, la contratación de dichos servicios debe hacerse conforme a la normativa nacional, y para la contratación y/o adquisición de bienes financiados con los recursos de la UE deberá realizarse bajo las normas establecidas en el Convenio?
-  
El mínimo del 60% al que se refiere la Directiva aludida será exigible a la contrapartida nacional, en el entendido que ésta fue transferida a PNUD, en un convenio de administración de recursos mas no de costos compartidos, por no existir fondos aportados por este Organismo Internacional?

- 
Teniendo en cuenta que APCI es solo la Unidad Ejecutora y encargada de la administración de los fondos del Proyecto, y siendo asignados a su presupuesto institucional ¿los procesos de selección deben ser convocados por APCI, pese a que no constituyen servicios para la Entidad, sino para el proyecto JUSPER?

3.
ANÁLISIS

Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, debemos precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
 (en adelante la Ley) y el procedimiento 7 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE
, las consultas que absuelve este Consejo Superior se refieren a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.

En este punto, cabe precisar que a través del Oficio Nº 040-2006/APCI-OAFI de fecha 03.03.2006, la citada Entidad planteó una consulta adicional, la que tenía por finalidad que este Consejo Superior se pronuncie respecto de la validez o invalidez de un proceso de selección específico, lo que no puede ser abordado a través del   procedimiento 7 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE por las razones expuestas precedentemente, razón por la cual este Consejo Superior no emitirá Opinión sobre el particular.
3.1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 76º de la Constitución Política del Perú, “las obras y la adquisición de suministros con utilización de fondos o recursos públicos se ejecutan obligatoriamente por contrata y licitación pública, así como también la adquisición o la enajenación de bienes”. A su vez, “la contratación de servicios y proyectos cuya importancia y cuyo monto señala la Ley de Presupuesto se hace por concurso público”. 

Con respecto al artículo mencionado, el Tribunal Constitucional, intérprete supremo de la Carta Fundamental de 1993, ha establecido que:

“(…) La función constitucional de esta disposición es determinar y, a su vez, garantizar que las contrataciones estatales se efectúen necesariamente mediante un procedimiento peculiar que asegure que los bienes, servicios u obras se obtengan de manera oportuna, con la mejor oferta económica y técnica, y respetando principios tales como la transparencia en las operaciones, la imparcialidad, la libre competencia y el trato justo e igualitario a los potenciales proveedores. En conclusión su objeto es lograr el mayor grado de eficacia en las adquisiciones o enajenaciones efectuadas por el Estado, sustentado en el activo rol de principios antes señalados para evitar la corrupción y malversación de fondos públicos”
.

En ese sentido, la búsqueda de eficiencia y transparencia en el manejo de los recursos públicos, así como la imparcialidad y el trato justo e igualitario frente a los postores fundamenta que las Entidades, de forma previa al perfeccionamiento de sus adquisiciones y contrataciones, realicen procesos de selección, en cuanto dichos mecanismos garantizan de mejor modo la finalidad buscada por el Constituyente. 

3.2. Ahora bien, la Ley N.º 26850, Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, en adelante la Ley, constituye una norma que desarrolla el citado precepto constitucional, por lo que, conjuntamente con su Reglamento, normas complementarias y modificatorias, y demás disposiciones emitidas por este Consejo Superior, conforman las reglas obligatorias que deben observar las Entidades del Estado en sus procesos de adquisiciones y contrataciones de bienes, servicios y obras, cuando estén involucrados recursos públicos.

Como toda norma de carácter especial, la Ley precisa el ámbito dentro del cual será aplicable, distinguiendo, para el efecto, dos aspectos en los que debe repararse para su delimitación: el aspecto subjetivo y objetivo. El primer aspecto está referido a las personas que deben someter su comportamiento a las prescripciones establecidas en la Ley, cuando se configuren los supuestos de hecho previstos en la misma; el segundo aspecto está referido a la materia u objeto que pretende regular la norma.

Con referencia al aspecto subjetivo, el numeral 2.1 del artículo 2º de la Ley, establece una descripción de los sujetos que —bajo el término genérico de Entidad— se encuentran comprendidos dentro del alcance de dicho cuerpo legal. Por su parte, el ámbito de aplicación objetivo se encuentra precisado en el artículo 1º y en el numeral 2.2 de la Ley, que establecen, de forma genérica, la obligación de las Entidades de someterse a los lineamientos contenidos en dicho cuerpo legal para las contrataciones y adquisiciones que involucren la provisión de bienes, servicios u obras necesarias para el cumplimiento de sus funciones y por las cuales asuman el pago del precio o de la retribución correspondiente. Ello en concordancia con lo señalado en el artículo 76º de la Constitución Política del Perú.

En suma, puede concluirse que, en términos generales, se encuentran dentro del ámbito de aplicación de la Ley y el Reglamento las adquisiciones y contrataciones que las Entidades enumeradas en el artículo 2º de la Ley pretendan celebrar o perfeccionar, por las cuales el Estado asuma la obligación de retribuir con una suma dineraria al contratista por su prestación que puede consistir en la entrega de bienes, realización de servicios o ejecución de una obra.

3.3
Cabe precisar que el artículo 76º de la Constitución consagra una “reserva de ley” para regular los procedimientos que deben conducir las Entidades para adquirir o contratar con recursos públicos, así como para determinar las excepciones a la regla general de llevar a cabo procesos de selección, y las responsabilidades por incumplimiento de la normativa sobre contratación pública. Es decir, por mandato constitucional, sólo mediante disposición legal expresa podrían regularse supuestos de inaplicación de la Ley, que exceptúen del cumplimiento de las formalidades, requisitos y procedimientos generales regulados para las compras del Estado, a determinadas adquisiciones y/o contrataciones.  

Sobre el particular, la Ley prevé determinados supuestos de inaplicación de la normativa, los cuales se fundamentan, entre otras razones, en la particularidad de ciertas contrataciones y adquisiciones, en términos de costo y tiempo, cuya excepcionalidad no las exonera del respeto a los principios de la contratación pública, como la eficiencia, transparencia y trato igualitario.   

Respecto a ello, el Tribunal Constitucional señala que “la Constitución si permite mecanismos alternos, siempre y cuando estén previstos por ley, respeten los principios que subyacen en el artículo 76º de la Constitución, y representen la consecución de mayores ventajas para el Estado y la sociedad en general. En ningún caso el mecanismo alterno y de excepción estará exento de fiscalización previa o posterior, ni tampoco de la determinación de eventuales responsabilidades a que hubiere lugar”
.

3.4
Tales son los casos de las adquisiciones y contrataciones mencionadas en el numeral 2.3 de la Ley
, las contrataciones realizadas en el marco de convenios internacionales (Tercera Disposición Complementaria de la Ley), y el supuesto establecido en la Cuarta Disposición Complementaria del Reglamento. 

Asimismo, tampoco es de aplicación el procedimiento establecido en la normativa sobre contrataciones y adquisiciones del Estado a las adquisiciones y contrataciones vinculadas a los procesos de promoción de la Inversión Privada supervisadas por la Agencia de Promoción de la Inversión Privada (PROINVERSION), de la Comisión de Formalización de la Propiedad Informal (COFOPRI) y del Registro Predial Urbano (RPU)
. También es el caso del Programa Nacional de Asistencia Alimentaria (PRONAA) para la adquisición directa de productos alimenticios a los productores locales
 y del Proyecto de Emergencia Social Productiva Área Rural (PESP RURAL)
.


Para efectos de la presente consulta, corresponde detenernos en el estudio de los supuestos de inaplicación establecidos en la Tercera Disposición Complementaria de la Ley y la Cuarta Disposición Complementaria del Reglamento.

3.5
La Tercera Disposición Complementaria de la Ley establece:


“Las adquisiciones y contrataciones realizadas dentro del marco de convenios internacionales se sujetarán a las disposiciones establecidas en dichos compromisos cuando sean normas uniformes aplicadas a nivel internacional, cumplan con los principios que contempla la presente Ley y siempre que los procesos y sus contratos sean financiados por la entidad cooperante en un porcentaje no menor al sesenta por ciento (60%) con recursos provenientes de la entidad con la que el Estado Peruano ha celebrado el convenio internacional”.

Dicha disposición debe concordarse con lo establecido en el inciso 1) del artículo 68º de la Ley N.º 28411, Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto:  

“Las Entidades que utilicen fondos públicos provenientes de donaciones o de operaciones oficiales de crédito sujetarán la ejecución del gasto y los procesos de Licitación y Concurso a lo establecido en los respectivos Convenios de Cooperación y en los documentos anexos, así como, supletoriamente, a las disposiciones contenidas en la Ley General y las Leyes de Presupuesto del Sector Público”.

Los convenios internacionales regulados en las citadas normas, constituyen acuerdos celebrados por el Estado peruano —ya sea como persona jurídica o a través de sus dependencias públicas— con sujetos de derecho no nacional, que involucrarán para el Estado la obtención de financiamiento de parte de Entidades u organismos internacionales, y que —directa o indirectamente— para el cumplimiento de sus fines, requieren de la ejecución de adquisiciones y/o contrataciones de bienes, servicios y obras.

En el marco de los citados convenios, las adquisiciones y contrataciones que involucren la erogación de los recursos materia de financiamiento deberán sujetarse a los lineamientos establecidos en el convenio, siempre y cuando se cumplan con determinadas condiciones que han sido precisadas en la Tercera Disposición Complementaria de la Ley:   

a) Los lineamientos del convenio deben constituir normas uniformes aplicadas a nivel internacional;

b) El respeto de dichas disposiciones a los principios consagrados en la Ley;

c) Los procesos y contratos derivados de la aplicación del convenio deben financiarse por la Entidad cooperante en un porcentaje no menor al sesenta por ciento (60%).

En el marco de las normas sobre contrataciones públicas, constituyen “normas uniformes aplicadas a nivel internacional” aquéllas que regulan de forma predeterminada y genérica los procedimientos de contratación ejecutados para el cumplimiento del convenio. Por “predeterminados” se entiende que hayan sido establecidos con anterioridad a la celebración del convenio, y por “genéricos” que se refieran a una pluralidad de casos, a través de lineamientos, ya sean éstos específicos o generales, los que serán aplicados siempre que respeten los principios que rigen las contrataciones y adquisiciones del Estado
.

De cumplirse dichas condiciones y siempre que los procesos y contratos derivados de la aplicación del convenio sean financiados por la Entidad cooperante —Organismo Internacional— en un porcentaje no menor al sesenta por ciento (60%), no será de aplicación la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado, salvo supletoriamente, de conformidad con lo establecido en la Tercera Disposición Complementaria del Reglamento
.

Cabe precisar que con la fijación de un porcentaje mínimo de participación de la Entidad cooperante, nuestro legislador pretendería evitar que sea soslayada una de las finalidades buscadas con la realización de todo proceso de selección, que es el control en la erogación de los recursos públicos, estableciendo, para tal efecto, que los compromisos internacionales suscritos por el Estado peruano involucren para las partes, determinadas participaciones porcentuales mínimas, que, a criterio de nuestro legislador, resultan suficientes para cumplir con la finalidad de control de los recursos del Estado.

3.6. 
De otro lado, en lo que respecta a la Cuarta Disposición Complementaria del Reglamento, el citado dispositivo exceptúa de la aplicación de Ley y su Reglamento a la “celebración de convenios de gestión, cooperación, o cualesquiera otro de naturaleza análoga, suscritos entre dos o más Entidades o entre éstas y organismos internacionales, con el objeto que se brinden los bienes o servicios propios de la función que por Ley le corresponde a la Entidad contratada”. 
Al respecto, conviene precisar la naturaleza particular de ciertos acuerdos que las Entidades del Estado —en el marco de relaciones de Derecho Administrativo— se encuentran habilitadas para celebrar, cuyas finalidades propiamente escapan a los objetivos buscados con la realización de los procesos de selección regulados por la Ley, como son los “convenios”. En ese sentido, es preciso anotar que los acuerdos de voluntades en que participa la Administración pueden distinguirse dependiendo de la finalidad perseguida por las partes con la celebración del acuerdo.

Así, en determinados casos la celebración de un acuerdo en que sea partícipe la Administración puede perseguir finalidades lucrativas, es decir, la obtención de determinado rédito o lucro de la contraparte como contraprestación por las labores realizadas, en cuyo caso nos encontraremos ante los denominados “contratos” celebrados por el Estado. 

Por otro lado, con la celebración de ciertos acuerdos, las partes involucradas pueden perseguir finalidades distintas a la lucrativa, no obstante que la celebración de dichos acuerdos pueda involucrar, en el fondo, la erogación de recursos públicos para cubrir los costos administrativos de las actividades acordadas. Estos acuerdos son denominados “convenios”.     

En el primer caso, esto es, cuando las Entidades deban celebrar acuerdos de carácter oneroso, para la prestación de bienes, servicios u obras, deberán realizar previamente las etapas previas de programación y el proceso de selección correspondiente, y contratar con el postor seleccionado. Dichos acuerdos se sujetan a las normas sobre contrataciones y adquisiciones del Estado. 

En el segundo caso, la celebración de dichos acuerdos se encuentra fuera del ámbito de aplicación de la Ley y su Reglamento, por la misma naturaleza que reviste la celebración de un acuerdo sin fines de lucro, alcance que ha sido anotado en la Cuarta Disposición Complementaria del Reglamento.
Ahora bien, debe observarse que la Cuarta Disposición Complementaria del Reglamento consagra la excepción de aplicar la Ley sólo para la “celebración” de los convenios descritos en su texto, por lo que no incluiría a las adquisiciones y contrataciones derivadas de la celebración del convenio o que sirvan para el cumplimiento de su finalidad.
Sobre este extremo, el literal m) del artículo 2.3 de la Ley precisa que ésta no es de aplicación para “las modalidades de ejecución presupuestal distintas al contrato contempladas en la normativa de la materia, salvo las contrataciones y adquisiciones de bienes y servicios que se requieran para ello”.  
En ese sentido, dado que un convenio involucra una modalidad de ejecución presupuestal distinta al contrato
, donde las partes del acuerdo persiguen objetivos sin fines de lucro, su celebración se encontrará fuera del ámbito de aplicación de la Ley, sin perjuicio que las contrataciones y adquisiciones involucradas en la consecución de los fines del convenio —que sí persigan finalidades lucrativas— deban realizarse en observancia de la Ley y su Reglamento. 

3.7. Una vez precisados dichos supuestos de excepción, cabe advertir que según los antecedentes remitidos por la Entidad, el propio Convenio de Financiación del Proyecto de Apoyo a la Reforma del Sistema de Justicia del Perú, que habría suscrito la Comunidad Europea con el Estado Peruano, establecería que las contrataciones del personal que se efectúen con la contrapartida nacional deben sujetarse a la normativa local. 

Así, aun cuando el financiamiento que efectuó la Comunidad Europea supere el límite del sesenta por ciento (60%) a que se refiere la Tercera Disposición  Complementaria de la Ley, la contratación del personal local que se realizará con recursos provenientes del erario nacional se tendrán que sujetar a las reglas contenidas en la normativa de contratación pública, pues así se estableció en el Convenio Internacional de Financiación.
3.8. Bajo ese contexto, si bien los fondos de la contrapartida nacional podrían ser transferidos por la unidad ejecutora del proyecto al Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), en el marco de un convenio de gestión, de cooperación u otro de naturaleza análoga como el de administración de recursos, ello no supone que las contrataciones que se efectúen con tales recursos puedan apartarse de la aplicación de la normativa de contratación pública, pues con independencia del organismo que los administre éstos mantienen su naturaleza y origen, que es la contrapartida nacional y en el convenio así se establece.
En este punto, cabe precisar que en virtud de lo dispuesto en el Convenio de Financiamiento (aplicación de la normativa local para las contrataciones de personal que se ejecuten con fondos de la contrapartida nacional), la unidad ejecutora encargada del Proyecto de Apoyo a la Reforma del Sistema de Justicia del Perú debió asegurarse y exigir que el organismo al que se le entregó el dinero proveniente de la contrapartida nacional desarrolle los procesos de selección según la normativa en materia de adquisiciones y contrataciones del Estado.

3.9.
Así, las contrataciones que se requieran ejecutar con fondos provenientes de la contrapartida nacional deben ser incorporadas en el Plan Anual de Adquisiciones y Contrataciones del Estado, debiéndose nombrar, en caso corresponda por los montos involucrados, a un Comité Especial encargado de organizar y conducir el proceso de selección, que debe tener a su cargo la elaboración de las Bases Administrativas, la convocatoria al proceso y la etapa de presentación y evaluación de propuestas, así como el otorgamiento de la buena pro, estadíos que deben desarrollarse necesariamente observando los lineamientos contenidos en la normativa en materia de contratación pública.

En consecuencia, todo proceso de selección realizado al margen de las disposiciones contenidas en la Ley y el Reglamento adolece de vicios que suponen su nulidad, la que tendrá que ser declarada de oficio conforme a lo previsto en el artículo 57º de la Ley. 
3.10.
De otro lado, corresponderá a la Entidad que tiene en su presupuesto los recursos provenientes de la contrapartida nacional organizar y conducir los procesos de selección y desarrollar todos los actos necesarios para viabilizar la contratación, salvo que ésta haya encargado a otra Entidad u organismo la ejecución de dicha labor, en cuyo caso deberá asegurarse de que la Entidad o el organismo que recibe el encargo o administrará los recursos desarrolle los procesos de selección según la normativa en materia de adquisiciones y contrataciones del Estado.
4.
CONCLUSIONES

4.1. En el caso bajo análisis, toda vez que en el propio Convenio de Financiamiento para el Proyecto de Apoyo a la Reforma del Sistema de Justicia del Perú, suscrito entre la Comunidad Europea y el Estado Peruano, establece que las contrataciones que se efectúen con los fondos de la contrapartida nacional deben sujetarse a la normativa de adquisiciones y contrataciones del Estado, no podrá aplicarse una normativa distinta, aun cuando dichos fondos hayan sido transferidos al Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), en el marco de un convenio de administración de recursos suscrito entre dicho organismo y la unidad ejecutora encargada del citado Proyecto (Agencia Peruana de Cooperación Internacional).

4.2. En la medida que el organismo cooperante (Comunidad Europea) hubiese aportado el sesenta por ciento (60%) de los fondos con que se financiarán los procesos y sus contratos, no será de aplicación la normativa nacional a las contrataciones que se realicen con dichos fondos, de conformidad con la Tercera Disposición Complementaria de la Ley, a excepción de aquéllas que se realicen con recursos de la contrapartida nacional que, por disposición del mismo convenio deberán sujetarse a la normativa nacional.
4.3. El cálculo del porcentaje a que se refiere la Tercera Disposición Complementaria de la Ley (60%) no será aplicable a los fondos de la contrapartida nacional que fueron transferidos al Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), en el marco de un convenio de administración de recursos suscrito entre dicho organismo y la unidad ejecutora encargada del citado Proyecto (Agencia Peruana de Cooperación Internacional), ya que éstos mantienen su naturaleza y origen, independientemente del organismo que los administre.
4.4. Corresponderá a la Entidad que tiene en su presupuesto los recursos provenientes de la contrapartida nacional organizar y conducir los procesos de selección y desarrollar todos los actos necesarios para viabilizar la contratación, salvo que ésta haya encargado a otra Entidad u organismo la ejecución de dicha labor, en cuyo caso deberá asegurarse de que la Entidad o el organismo que recibe el encargo o administrará los recursos desarrolle los procesos de selección según la normativa en materia de adquisiciones y contrataciones del Estado.

Jesús María, 14 de marzo de 2006.

ZAB/

� 	Aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM.





� 	Aprobado por Decreto Supremo N.º 127-2002-PCM.





� 	Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 17 de mayo de 2004. Expediente N.º 020-2003-AI/TC.


� 	Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 17 de mayo de 2004. Expediente N.º 020-2003-AI/TC.





� 	Artículo 2 numeral 2.3 de la Ley:





“La presente Ley no es de aplicación para:


	a) La contratación de trabajadores, servidores o funcionarios públicos sujetos a los regímenes de la carrera administrativa o laboral de la actividad privada;


	b) La contratación de auditorías externas en o para las entidades del Sector Público, la misma que se sujeta específicamente a las normas que rigen el Sistema Nacional de Control. Todas las demás adquisiciones y contrataciones que efectúe la Contraloría General de la República se sujetan a lo dispuesto en la presente Ley y su Reglamento;


	c) Las operaciones de endeudamiento interno o externo;


	d) Los contratos bancarios y financieros celebrados por las entidades;


	e) Los contratos de locación de servicios que se celebren con los presidentes de Directorio o Consejo Directivo, que desempeñen funciones a tiempo completo en las entidades o empresas del Estado;


	f) Los actos de disposición y de administración y gestión de los bienes de propiedad estatal;


	g) Las adquisiciones y contrataciones cuyos montos, en cada caso, sea igual o inferior a una Unidad Impositiva Tributaria vigente al momento de la transacción;


	h) La contratación de notarios públicos para que ejerzan las funciones previstas en la presente Ley y su Reglamento;


	i) Los servicios brindados por conciliadores, árbitros, centros de conciliación, instituciones arbitrales y demás derivados de la función conciliatoria y arbitral;


	j) Las publicaciones oficiales que deban hacerse en el Diario Oficial El Peruano por mandato expreso de Ley o de norma reglamentaria;


	k) La concesión de recursos naturales y obras públicas de infraestructura, bienes y servicios públicos;


	I) La transferencia al sector privado de acciones y activos de propiedad del Estado, en el marco del proceso de privatización;


	m) Las modalidades de ejecución presupuestal distintas al contrato contempladas en la normativa de la materia, salvo las contrataciones y adquisiciones de bienes y servicios que se requieran para ello;


	n) Los contratos internacionales, los cuales se regulan por los tratados en que el Perú sea parte o, en su defecto, por la costumbre y las prácticas del comercio internacional; y


	o) Las contrataciones y adquisiciones que realicen las Misiones del Servicio Exterior de la República, exclusivamente para su funcionamiento y gestión”.





� 	Así lo dispone la Primera Disposición Transitoria de la Ley.





� 	Dispuesta por la Ley Nº 27060 y su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 002-99-PROMUDEH.





� 	Creado por Decreto de Urgencia N.º 117-2001.





� 	De conformidad con el artículo 3º de la Ley, los procesos de contratación y adquisición regulados por la Ley se rigen por los siguientes principios: moralidad, libre competencia, imparcialidad, eficiencia, transparencia, economía, vigencia tecnológica, trato justo e igualitario. 





� 	Tercera Disposición Complementaria del Reglamento:





	“En las adquisiciones y contrataciones bajo el ámbito de la Tercera Disposición Complementaria de la Ley y del Decreto Ley Nº 25565, en caso de vacío o deficiencia en la regulación de los procesos de selección convocados, serán de aplicación supletoria las disposiciones de la Ley y el presente Reglamento. En uno u otro supuesto corresponderá al CONSUCODE supervisar el cumplimiento de los principios que rigen los procesos de selección contemplados en el Artículo 3º de la Ley (…)” 


� 	El artículo 59.º de la Ley N.º 28411, Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto, distingue dos modalidades de ejecución presupuestal de la actividades, proyectos y componentes que tienen a su cargo las Entidades del Estado: la ejecución presupuestaria directa, que se produce cuando la Entidad con su personal e infraestructura es el ejecutor presupuestal y financiero de las actividades y proyectos así como de sus respectivos componentes; y la ejecución presupuestaria indirecta, que se produce cuando la ejecución física y/o financiera de las actividades y proyectos así como de sus respectivos componentes, es realizada por una Entidad distinta al pliego, sea por efecto de un contrato o convenio celebrado con una entidad privada o una entidad pública, sea a título oneroso o gratuito.








